
In
sc

ri
to

 y
 R

eg
is

tr
a
d

o
 e

n
 l

a
 S

u
b

d
ir

ec
ci

ó
n

 G
en

er
a
l 

d
e 

E
st

u
d

io
s 

y
 R

. 
In

st
it

u
ci

o
n

a
le

s.
- 

R
eg

is
tr

o
 N

a
ci

o
n

a
l 

n
º 

5
9

2
.3

0
4

.-
 G

ru
p

o
 1

 -
 S

ec
ci

ó
n

 1
ª.

- 
S

ec
re

ta
rí

a
 G

en
er

a
l 

T
éc

n
ic

a
 .

- 
M

in
is

te
ri

o
 d

el
 I

n
te

ri
o

r.
- 

C
.I

.F
.:

 G
-8

5
6

7
8

4
5

6

C./ Príncipe de Vergara, nº 260-1º-G.- 28016 - MADRID.- Telf.- 91 457 29 29- Telf. y Fax.- 91 458 26 93

E-mail: medfin@atp-guiainmobiliaria.com  -  Web: www.atp-medfin.com

INSCRIPCIÓN DE EMPRESAS PRESTAMISTAS EN REGISTRO ESPECIAL

REGISTRO ESTATAL DE EMPRESAS

*41. INSCRIPCIÓN DE EMPRESAS PRESTAMISTAS EN REGISTRO ESPECIAL. Resolución de 18

de enero de 2011, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el recurso interpuesto por el notario

de Madrid, don Juan Bolás Alfonso, contra la negativa del registrador de la propiedad de Madrid n.º 13, a inscribir

una escritura de préstamo con garantía hipotecaria.

Hechos. En el caso estudiado el Notario autoriza una escritura de préstamo con hipoteca a favor de una sociedad

limitada que tiene por objeto la realización de operaciones dentro del ámbito de la Ley 2/2009, de 31 de marzo,

por la que se regula la contratación con los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de

intermediación para la celebración de contratos de préstamo o crédito (LCCPCHySI en adelante).

En la escritura se constata que no se han creado por las comunidades autónomas los Registros de empresas
a los que se refiere el art. 3 LCCPCHySI aunque se han cumplido los requisitos que la misma impone, a saber,

folleto informativo, información previa y oferta vinculante; pero no se ha cumplido con la inscripción en el Registro

de empresas por no haberse creado.

El Registrador deniega la inscripción por falta de acreditación del requisito de inscripción previa en el Registro
autonómico o estatal conforme al art. 3.1 y apartado 3 de la Disposición transitoria única LCCPCHySI

porque “si tal registro no existe lo que sucede es que, por incumplimiento de la Administración pública de su

obligación de constituir el registro público, no puede realizarse la actividad prevista. No cabe defender que el

incumplimiento de la Administración traiga como consecuencia que el Registrador de la Propiedad incumpla,

a su vez, la obligación que le impone el artículo 18”.

La DGRN revoca la nota sobre la base de una interpretación finalista, lógica y sistemática del art. 18.1 LCCPCHySI.

Alega la resolución que ese precepto reafirma el control de legalidad de Notarios y Registradores
pero debe interpretarse en sus justos términos, de modo que la falta inscripción en el Registro de empresas no

impide que mientras no se cree dicho Registro la prestamista, preexistente a la Ley, siga desarrollando su

actividad, ya que el requisito de la inscripción únicamente será aplicable una vez constituidos los
Registros Públicos de empresas de la LCCPCHySI.

Por otra parte, la negativa a que las empresas prestamistas puedan seguir desarrollando su actividad mientras no se

creen los Registros “únicamente podrá fundarse en una norma de que de manera indefectible imponga tal consecuencia”.

Y precisa que la falta de creación de los Registros administrativos no impide “que, como resulta de la escritura

calificada en el presente caso, se cumplan los demás requisitos especialmente contemplados por la Ley 2/2009,

de 31 de marzo, exigibles incondicionadamente, en aras de la transparencia del mercado hipotecario, incrementando

la información precontractual y protegiendo en definitiva a los usuarios y consumidores”.

La resolución se funda en un cuidadoso análisis de los requisitos que deberán ser objeto de calificación
registral conforme al art. 18.1 LCCPCHySI. Partiendo del reconocimiento de que la ley reafirma el control de

legalidad realizado por notarios y registradores matiza el alcance de tal calificación atendiendo no sólo a la

interpretación literal del precepto sino fundamentalmente a la interpretación finalista, lógica y sistemática.

Conforme a lo expresamente señalado por el art. 18.1, el control de legalidad de notarios y registradores se extiende

a la legalidad vigente y, muy especialmente a los requisitos de la LCCPCHySI.

Comunicado desde la Presidencia del Colectivo Profesional con referencia a:

Consultado a Órgano competente y una vez elaborado informes oportunos a través
 de la Dirección del Gabinete Jurídico de Medfin, se traslada para su conocimiento
 «Importante Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado»
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Se pregunta el centro Directivo cuáles son esos requisitos cuyo incumplimiento obliga a notarios y registradores a

denegar su función. En primer lugar distingue según que tales requisitos sean o no exigibles en el momento de
prestar su función por registradores y notarios.

Según el criterio lógico, la empresa prestamista preexistente puede desarrollar su actividad mientras no se

constituyan los Registros del art. 3 LCCPCHySI. Según la interpretación sistemática, apoyándose en la Disposición

Transitoria única de la LCCPCHySI, se distingue entre requisitos exigibles a partir de la entrada en vigor
de la Ley, requisitos exigibles transcurridos los tres meses siguientes y requisitos controlables tras la
creación de los Registros de empresas del art. 3.

Entre los primeros, exigibles en las “relaciones precontractuales y en los contratos” la resolución cita

“las exigencias relativas a las obligaciones de transparencia en relación con los contratos, información previa al

contrato, los requisitos de forma y contenido de los mismos, así como las obligaciones en materia de tasación y

servicios accesorios, régimen de compensación por amortización anticipada, comisión de apertura en los préstamos

o créditos hipotecarios sobre viviendas y oferta vinculante (artículos 4, 5 14, 15, 16, 17, 20 y 21)”.

A ellos hay que sumar, habiendo pasado ya el plazo de tres meses desde su entrada en vigor, “las exigencias

impuestas a las empresas que a la entrada en vigor de la misma no cumplan con los requisitos relativos a las

comunicaciones comerciales y publicidad (artículos 12 y 19)”.

Finalmente “la exigencia de inscripción en los Registros objeto de debate en este expediente que, como resulta

del apartado 3 de dicha disposición transitoria, únicamente será aplicable «Una vez constituidos los Registros
Públicos de empresas a que se refiere el artículo 3»”.

Nada se dice ni en la nota recurrida ni en la resolución de la obligación de constituir seguro o aval impuesta por

el art. 7 LCCPCHySI: “Con carácter previo a su inscripción en los registros previstos en el artículo 3, las empresas

deberán contratar un seguro de responsabilidad civil con entidad autorizada o un aval bancario que cubra las

responsabilidades en que pudieran incurrir frente a los consumidores por los perjuicios derivados de la realización de

los servicios propios de la actividad de intermediación o concesión de préstamos o créditos hipotecarios. La suma

asegurada mínima y el importe mínimo del aval se determinarán reglamentariamente.”

Pero no cabe duda que la obligación del art 7 LCCPCHySI es un requisito impuesto especialmente por dicha Ley

cuyo incumplimiento obliga a notarios y registradores a denegar su función, eso sí, a partir de la entrada en vigor del

Reglamento que determina la suma asegurada mínima y el importe mínimo del aval.

Dicho Reglamento se ha dictado por Real Decreto 106/2011, de 28 de enero, por el que se crea y regula el Registro

estatal de empresas previsto en la Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con los

consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de intermediación para la celebración de

contratos de préstamo o crédito, y se fija el importe mínimo del seguro de responsabilidad o aval bancario para el

ejercicio de estas actividades, BOE de 11 de febrero de 2011 que entró en vigor al día siguiente.

El que el art. 7 LCCPCHySI empiece afirmado que el seguro o aval habrá de constituirse con carácter

previo a su inscripción en los registros previstos en el artículo no quiere decir que la obligación que dicho

requisito encierra sea exigible sólo cuando lo sea la inscripción, sino que se recuerda o se presupone que ese

carácter previo hace referencia al momento de la inscripción para indicar que entre las circunstancias de la misma,

sin las cuales habrá de suspenderse, conforme al art. 3.2.II LCCPCHySI están “los datos identificativos

de la entidad aseguradora o bancaria con la que se haya contratado el seguro de responsabilidad civil o el aval

bancario previsto en el artículo 7 y cuantos datos referidos a dicho seguro o aval que se establezcan en el

mencionado desarrollo reglamentario”. La aportación de tales datos antes de la inscripción no será posible si el

seguro o aval no se han constituido con anterioridad.

En ese sentido, la Exposición de Motivos del citado Reglamento, nos dice con toda claridad que el seguro es exigible

con carácter previo al inicio de la actividad de la empresa, no con carácter previo a la inscripción: “Tanto la

inscripción en el Registro estatal como la constitución del seguro de responsabilidad o aval bancario son requisitos

necesarios para que las empresas puedan desarrollar tales actividades y, por tanto, deben reunirse con carácter

previo al inicio de las mismas.” (CBG)
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*REGISTRO ESTATAL DE EMPRESAS. Real Decreto 106/2011, de 28 de enero, por el que se crea y regula

el Registro estatal de empresas previsto en la Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se regula la contratación con

los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de intermediación para la celebración de

contratos de préstamo o crédito, y se fija el importe mínimo del seguro de responsabilidad o aval bancario para el

ejercicio de estas actividades.

Para valorar la importancia de esta disposición hay que conectarla con la Ley 2/2009, de 31 de marzo, por la que se

regula la contratación con los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de intermediación

para la celebración de contratos de préstamo o crédito

Dice el artículo 18.1 de la Ley 2/2009, de 31 de marzo: “Deberes notariales y registrales. 1. En su condición de

funcionarios públicos y derivado de su deber genérico de control de legalidad de los actos y negocios que autorizan,

los notarios denegarán la autorización del préstamo o crédito con garantía hipotecaria cuando el mismo

no cumpla la legalidad vigente y, muy especialmente, los requisitos previstos en esta Ley. Del mismo modo,

los registradores denegarán la inscripción de las escrituras públicas de préstamo o crédito con garantía

hipotecaria cuando no cumplan la legalidad vigente y, muy especialmente, los requisitos previstos en esta Ley.”

Entre los requisitos previstos en la ley que notarios y registradores deberán controlar se encuentran:

- Según su artículo 3, “con carácter previo al inicio del ejercicio de su actividad, las empresas deberán inscribirse
en los registros de las comunidades autónomas correspondientes a su domicilio social”.

- Según el artículo 7, “con carácter previo a su inscripción en los registros previstos en el artículo 3, las empresas

deberán contratar un seguro de responsabilidad civil con entidad autorizada o un aval bancario que cubra

las responsabilidades en que pudieran incurrir frente a los consumidores por los perjuicios derivados de la realización

de los servicios propios de la actividad de intermediación o concesión de préstamos o créditos hipotecarios. La suma

asegurada mínima y el importe mínimo del aval se determinarán reglamentariamente”.

Objeto del real decreto: crear y regular el Registro estatal de empresas previsto en la Ley 2/2009, de 31 de marzo,

así como fijar el importe mínimo del seguro de responsabilidad civil o aval bancario para el ejercicio de las

actividades de contratación con los consumidores de préstamos o créditos hipotecarios y de servicios de intermediación

para la celebración de contratos de préstamo o crédito.

Ámbito subjetivo. Debemos de partir del artículo 1 de la Ley que alude a las personas físicas o jurídicas, distintas

de las entidades de crédito o sus agentes, que, de manera profesional, realicen las actividades en ella tipificadas.

- Deberán inscribirse provisionalmente las empresas domiciliadas en España, cuando la comunidad autónoma en que

radique su domicilio no haya constituido el correspondiente registro autonómico.

- También deben inscribirse las empresas domiciliadas en el extranjero que desarrollen en territorio español las

actividades reguladas por la Ley 2/2009, de 31 de marzo.

- Las empresas actuales tienen tres meses de plazo para inscribirse, a contar desde la entrada en vigor de este real

decreto, por lo que el plazo termina el 12 de mayo de 2011. La notificación de la inscripción al interesado deberá de

ser en tres meses.

Seguro o aval. Las empresas que desarrollen en territorio español las actividades reguladas por la Ley 2/2009, de 31

de marzo, deberán contratar un seguro de responsabilidad civil o un aval bancario por el importe mínimo establecido.

- Cubrirá las responsabilidades en que pueda incurrir frente a los consumidores por los perjuicios derivados de la

realización de los servicios propios de la actividad de intermediación o concesión de préstamos o créditos hipotecarios.

- El importe mínimo asegurado o avalado será de 300.000 euros para el primer año de la actividad, multiplicado por

el número de establecimientos.

- Para años sucesivos será el importe mayor de los dos siguientes: la actualización en función del IPC o el 30 por

ciento de la facturación.

- La falta de vigencia del seguro o del aval será causa que automáticamente impedirá el ejercicio de la actividad de la

empresa, procediéndose de oficio a la cancelación de su inscripción en el Registro estatal.

...//...
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Naturaleza del Registro.
- Tendrá carácter público y naturaleza administrativa y se gestionará por el Instituto Nacional del Consumo, a través

de la Subdirección General de Calidad del Consumo.

- Será accesible a través de la página web del Instituto Nacional del Consumo.

- La inscripción en el mismo, así como la realización de consultas y la expedición de certificados, será gratuita y no

requerirá justificar ningún tipo de interés específico.

- Contra sus resoluciones se podrá interponer recurso de alzada ante la Dirección del Instituto Nacional del Consumo,

conforme a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Funciones del Registro.
a) Inscribir a las empresas aludidas.

b) Evaluar y controlar la legalidad del contenido de los folletos y demás documentación que se remita para su

inscripción, dando cuenta a las comunidades autónomas afectadas de cualquier anomalía.

c) Publicar en la página web del Instituto Nacional del Consumo, el folleto sobre precios, tarifas y gastos repercutibles.

d) Expedir las oportunas certificaciones acreditativas de las empresas inscritas.

e) Elaborar periódicamente una relación actualizada de empresas inscritas en el Registro estatal, en función de la

actividad desarrollada por cada una de ellas.

f) Cancelar la inscripción en el Registro estatal de oficio o a petición de las propias empresas o, en su caso, de las

comunidades autónomas en que tengan su domicilio social.

g) Cualesquiera otras compatibles con su actividad que le sean encomendadas.

Obligaciones de las empresas inscritas.
- Notificar al Registro estatal toda modificación o actualización del folleto informativo.

- Justificar anualmente ante el Registro estatal la vigencia de la póliza contratada o del aval, así como la adecuación

de su importe a lo contemplado en el artículo 12 de este real decreto.

- Comunicar al Registro estatal las alteraciones o modificaciones de los datos que figuren en la correspondiente inscripción.

El incumplimiento por la empresa de las obligaciones que se establecen en este artículo, así como la negativa a

aportar los datos solicitados o la falta de veracidad de los mismos, dará lugar a la cancelación de oficio de su

inscripción en el Registro estatal, sin perjuicio de la apertura del expediente sancionador que proceda.

Algunos apuntes prácticos:
- Si existe registro autonómico, la empresa debe de estar inscrita en él y acreditarlo.

- De no existir, ha de estar inscrita en el registro estatal antes del 12 mayo de 2011.

- Antes de la inscripción deben de contar con un seguro de responsabilidad civil con entidad autorizada o un aval

bancario. No consta cuánto tiempo antes por lo que no necesariamente ha de ser a la entrada en vigor del real decreto.

- A partir del 12 de mayo de 2011, podrá entenderse cumplido el requisito del seguro o aval si se acredita la

inscripción pues han de ser previos y controlables por el Registro ahora creado.

- Hasta entonces, sólo precisan aval o seguro si han de estar inscritas en un registro autonómico en funcionamiento.

Se desconoce si se ha creado ya alguno.

Entró en vigor el 12 de febrero de 2011.

Fdo.- Francisco Sanfrancisco Gil

- Presidente -
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